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INFORME ESPECIAL DE LA COMISIÓN NACIONAL DE LOS DERECHOS 
HUMANOS SOBRE LOS CENTROS DE TRATAMIENTO INTERNO PARA 
ADOLESCENTES QUE INFRINGEN LAS LEYES PENALES QUE DEPENDEN 
DE LOS GOBIERNOS ESTATALES Y DEL DISTRITO FEDERAL EN LA 
REPÚBLICA MEXICANA. 

 

I. PRESENTACIÓN 

1. La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, con fundamento en los 

artículos 102, apartado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos; 1°, 3°, 6°, fracciones VII y VIII; y 15, fracción VIII, de la Ley de la 

Comisión Nacional de los Derechos Humanos, así como 174 de su Reglamento 

Interno, presenta a la opinión pública y a las autoridades su Informe Especial 

sobre los Centros de Tratamiento Interno para Adolescentes que infringen las 

leyes penales, y que dependen de los gobiernos estatales y del Distrito Federal en 

la República Mexicana. 

2. A través de este documento, esta Comisión Nacional hace patente su enorme 

preocupación por las deficientes condiciones de internamiento de los adolescentes 

que infringen las leyes penales, y que se encuentran privados de la libertad, así 

como por la falta de equipamiento apropiado de los centros de tratamiento 

destinados para ellos, a partir de las irregularidades detectadas, con la finalidad de 

que las autoridades responsables lleven a cabo las acciones necesarias para 

atenderlas y, con ello, garantizar el respeto a sus derechos humanos.  

II. ANTECEDENTES 

3. La protección de los derechos humanos de los adolescentes que infringen las 

leyes penales, es un tema prioritario en la agenda de este Organismo Nacional, en 

sus diversas tareas de supervisión a los lugares de tratamiento de estas personas, 

la atención de quejas y la emisión de diversos pronunciamientos, entre los cuales 

destacan dos informes especiales. 
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4. El primero de ellos, es el Informe Especial sobre la situación de los derechos 

humanos de los menores de edad internos en los centros de tratamiento de la 

República Mexicana, publicado el 8 de julio de 2003, derivado de visitas a los 54 

centros de tratamiento interno para adolescentes que existían en todo el país en 

2002, en los cuales se detectaron diversas deficiencias en sus instalaciones, 

observando en algunos casos maltrato, falta de clasificación, insuficiente personal 

y atención técnica, y carencia de áreas especiales para mujeres, entre otras. 

5. Para que se resolvieran las carencias y deficiencias detectadas, se hizo un 

llamado a la Federación y a los gobiernos de los Estados y del Distrito Federal 

para que, dentro de sus ámbitos de competencia y facultades, realizaran las 

acciones necesarias para garantizar el respeto pleno de sus derechos humanos, 

tomando en cuenta las observaciones contenidas en ese Informe Especial y 

atendiendo siempre al interés superior de la niñez. 

6. El 12 de diciembre de 2005, se publicó en el Diario Oficial de la Federación la 

reforma al artículo 18 constitucional, la cual dio origen a un cambio de paradigma 

en el sistema de justicia para menores de edad que infringen la ley penal del país, 

que entre otros puntos relevantes establece los siguientes: 

a) La creación de una jurisdicción especial para menores de edad que 

infringen la ley penal, diferente a la de los adultos; 

b) La protección de los derechos fundamentales que para todo individuo 

otorga la Constitución, además de aquéllos que por su condición de 

personas en desarrollo, les son reconocidos; 

c) La determinación de la edad para someter a una persona al sistema integral 

de justicia para adolescentes, que es de entre 12 años cumplidos y menos 

de 18 años y otro para los menores de 12 años de rehabilitación y 

asistencia social; 
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d) La intervención del sistema integral de justicia para adolescentes 

únicamente en caso de conductas tipificadas como delitos; 

e) La creación de instituciones y autoridades especializadas en la procuración 

e impartición de justicia para adolescentes; 

f) El establecimiento de los principios fundamentales respecto de la protección 

integral, el interés superior del adolescente y la especificidad de la materia; 

g) La aplicación de las formas alternativas de justicia, en atención al principio 

de mínima intervención; 

h) La garantía del debido proceso legal, así como la imposición de medidas de 

orientación, protección y tratamiento; 

i) El principio de proporcionalidad en la determinación de la medida;  

j) La reintegración del adolescente a su familia y a la sociedad como fin de la 

misma, así como el pleno desarrollo de su persona y capacidades; y 

k) La limitación a la imposición de medidas privativas de la libertad, pues sólo 

se podrán utilizar como último recurso, por el tiempo más breve que 

proceda y en el caso de adolescentes mayores de 14 años que hayan 

cometido conductas antisociales tipificadas como graves. 

7. De conformidad con los artículos primero y segundo transitorios del Decreto 

citado, la reforma constitucional mencionada entró en vigor el 12 de marzo de 

2006 y el 12 de septiembre del mismo año, venció el plazo para que los Estados y 

el Distrito Federal crearan las leyes, instituciones y órganos necesarios para la 

aplicación del sistema integral de justicia. 

8. A fin de verificar el cumplimiento de las disposiciones establecidas en la reforma 

constitucional en materia de justicia para adolescentes, la Comisión Nacional de 

los Derechos Humanos instrumentó un programa de trabajo que comprendió la 
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realización de 318 visitas de supervisión a diversos lugares, tales como agencias 

del Ministerio Público, juzgados, centros de tratamiento interno, áreas de 

defensoría pública y autoridades administrativas responsables del seguimiento de 

las medidas de orientación, protección y tratamiento. 

9. Como resultado de lo anterior, el 13 de septiembre de 2006 se presentó a la 

opinión pública el Informe Especial sobre el cumplimiento en el ámbito federal, de 

las entidades federativas y del Distrito Federal, de estas obligaciones, y se dio 

cuenta de las diversas irregularidades detectadas. 

10. En dicho informe se analizó la situación de los adolescentes que fueron 

juzgados como adultos antes de la reforma y además, se realizó un 

pronunciamiento respecto de aquellas entidades que en ese momento no habían 

aprobado una nueva legislación de la materia. 

11. Es importante destacar que si bien algunas de las irregularidades presentadas 

en los informes citados han sido atendidas con motivo de los señalamientos 

emitidos por este Organismo Nacional, en muchos casos persisten las mismas 

irregularidades que siguen generando violaciones a los derechos humanos de 

estas personas, situación que hace necesaria la emisión del presente Informe 

Especial.  

12. Al respecto, es conveniente reflexionar que el tema de la seguridad no es sólo 

la persecución del delito, sino la prevención, y en ésta se inserta la reintegración 

social del menor de edad que, por su circunstancia requirió de una medida de 

tratamiento interno que, al llevarse a cabo bajo las condiciones descritas en este 

Informe, al término de su internamiento podría tener mayores resentimientos 

contra la sociedad debido a una situación de violencia a su dignidad que le impide 

comprender y sensibilizarse sobre los efectos negativos de la infracción cometida 

y lo positivo de su reintegración social.  

 




